
Todos por la vivienda protegida
LLUÍS PELLICER, Barcelona

El Gobierno catalán lanzó el
guante y casi todos lo han recogi-
do. El Pacto Nacional para la
Vivienda ha pegado un tirón esta
semana, después de que los parti-
dos de la oposición y las patrona-
les del sector inmobiliario y de la
construcción hayan anunciado,
ya de forma oficial, que se involu-
crarán en el acuerdo que persi-
gue crear 400.000 viviendas has-
ta 2016, de las cuales 160.000 se-
rán protegidas. Sindicatos, cajas
de ahorros, agentes de la propie-
dad inmobiliaria y organizacio-
nes sociales también deberán es-
tampar su firma en un pacto has-
ta ahora inédito en España que,
según fuentes cercanas a la nego-
ciación, podría estar cerrado an-
tes de verano.

Apenas habían pasado cua-
tro meses desde que el presiden-
te de la Generalitat, José Monti-
lla, propuso a la oposición un
pacto sobre vivienda cuando el
consejero de Medio Ambiente
y Vivienda, Francesc Baltasar,
presentó el borrador de un tex-
to para ser consensuado no só-
lo con los partidos políticos ca-
talanes, sino con todos los agen-
tes implicados en el mercado de
la vivienda en Cataluña.

¿Por qué un consenso tan am-
plio? Las fuentes del Ejecutivo
catalán son rotundas: el plan es
ambicioso. Cada año, explican,
se deberán ir atendiendo las ne-
cesidades de las familias que se
vayan creando y que no puedan

. acceder a una vivienda, a las
que se sumarán las que ya re-
quieren ahora de algún tipo de
ayuda pública. Traducido a nú-
meros. Hay 200.000 hogares
con problemas para acceder a
una casa, y a éstos se sumarán
otros 240.000 en los próximos

El pacto compromete
a todos a atender
a 380.000 familias
en 10 años

años. Todas estas necesidades se
irán atendiendo de forma pro-
gresiva hasta alcanzar las
380.000 en 2016. Es decir, que-
darán 60.000 demandas sin aten-
der. El compromiso es crear
160.000 pisos sociales y otorgar
al resto varios tipos de ayuda en
función de las necesidades.

Para alcanzar el objetivo, to-
dos deberán involucrarse. Los
primeros, el Gobierno catalán y
los ayuntamientos, que deberán
asumir la movilización de los
terrenos para los pisos progra-
mados. Para una primera tan-
da, en la que se iniciarán 50.000
viviendas sociales, el Instituto

• Catalán del Suelo, dependiente
de la Generalitat, aportará sue-
lo procedente de sus adquisicio-
nes y las reservas urbanísticas
para pisos públicos fijadas por
ley. A partir de aquí, además de
seguir comprando terrenos, la
Generalitat y los consistorios
deberán acelerar los trámites
para poder levantar viviendas
en zonas que se clasificarán co-
mo "preferentes", con la contra-
partida de que el 50% de las
viviendas sean públicas.

Los ayuntamientos de más
de 20.000 habitantes tendrán
opción de compra preferente de

Administraciones, partidos, empresas
y sindicatos buscan un pacto para hacer

160.000 pisos sociales en Cataluña
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Las tres dudas
LL. R, Barcelona

El pacto genera tres dudas. La
primera, ¿dónde está el suelo
que debe movilizarse? La Ge-
neralitat tiene respuesta. El
Instituto Catalán del Suelo es-
tá en sectores que serán futu-
ros ensanches de varias locali-
dades, pero no dirá dónde es-
tán esos terrenos ante la ola
especulativa que puede gene-
rar sobre el resto de propieta-
rios de la zona saber que el
organismo puede estar intere-
sado en su finca.

Segundo. ¿Cuál será la im-
plicación del Ministerio de
Economía y Hacienda? La Ge-
neralitat espera arrancarle me-
joras fiscales para el alquiler y
la rehabilitación, desde la re-

ducción del IVA hasta desgra-
vaciones y más deducciones
para pequeños propietarios.

Tercer punto. ¿Cómo y
quién pagará todo esto? La res-
puesta no está tan clara. En el
documento, el Gobierno cata-
lán se compromete a aumen-
tar las subvenciones para ad-
quirir o urbanizar suelo para
vivienda pública hasta los 24
millones en 2016. Fuentes del
Ejecutivo adelantan qué espe-
ran crear consorcios con las
empresas y cooperativas, y
que éstas puedan beneficiarse
de ayudas para que la vivienda
social les tenga cuenta. Pero
UGT, por ejemplo, le ha recla-
mado ya una memoria econó-
mica.

los pisos que salgan al mercado
para convertirlos en públicos.
La medida no es baladí. Dentro
de 20 años, el 15% del parque
de viviendas de estas localida-
des deberá ser social, puesto
que en caso contrario podrían
ser penalizados. A algunos al-
caldes consultados la idea les
atrae, pero se preguntan si reci-
birán alguna aportación para
poder comprar pisos usados
que estén a la venta.

La patronal del sector inmo-
biliario catalán, APCE, afirma
que se implicará "al máximo"
en el acuerdo, según fuentes de
la entidad. Sin embargo, duda
que tales cifras puedan alcan-
zarse en 10 años y proponen
que el pacto sea a 20 ó 25 años
vista. Entre sus obligaciones es-
tarán las de promover un volu-
men de vivienda protegida, cu-
ya cantidad deberá negociar
con el Gobierno catalán, y ayu-

CiU y PP piden que
se aparque la ley,
pero los promotores
lo rechazan

dar a levantar y gestionar el par-
que de 64.000 viviendas públi-
cas en régimen de alquiler que
contempla la propuesta. Ade-
más, la inmobiliaria que posea
suelo para vivienda pública ten-
drá que edificar en él o bien
cederlo a otras promotoras que
quieran construir de inmediato.

También las cajas de aho-
rros deberán realizar su aporta-
ción. Además de promover pi-
sos públicos, el pacto las com-
prometerá a lanzar productos
financieros para familias con in-
gresos bajos —créditos para vi-
vienda a tipo fijo, por ejem-
plo— e hipotecas inversas para
mayores. Ninguna de las entida-
des consultadas ha querido
aclarar si han empezado a nego-
ciar ni valorar el documento,
aunque algunas apuntan que
antes de lanzar préstamos vitali-
cios prefieren esperar la regula-
ción del Gobierno central.

Los sindicatos aguardan reu-
nirse con el consejero Baltasar
para conocer con exactitud su
papel en la negociación. El res-
ponsable del área de vivienda de
Comisiones Obreras, Xavier Be-
cerra, opina que el diagnóstico
y las proyecciones de futuro son
coherentes. La secretaria de polí-
tica institucional de UGT, Eva
Granados, asegura que el sindi-
cato también negociará, aunque
no dejará de lado su oposición a
la ley de vivienda, en trámite
parlamentario. UGT no está de
acuerdo que la protección de los
pisos dure hasta 90 años, lo cual
para la Generalitat es una for-
ma de disponer de un parque
estable de vivienda pública.

Tanto CiU como PP, que el
Ejecutivo quiere que se involu-
cren para que las políticas de
vivienda tengan continuidad,
ya han dejado claro que exigi-
rán que se aparque la tramita-
ción de la norma mientras du-
ren las negociaciones. Algo que
la patronal del sector afirma
que no va a pedir a pesar de su
oposición con buena parte de
las medidas que contempla, co-
mo el alquiler forzoso.

Inventario de suelo público con los ayuntamientos.
Agilización de la urbanización de zonas residenciales
con el 50% de vivienda pública.
Mínimo del 60% de su suelo para pisos sociales.
Incorporación de suelo y viviendas sin usar al mercado
Aval universal para el alquiler.
Lucha contra el acoso inmobiliario.

Acelerar la gestión urbanística.
Mínimo del 50% de su suelo para vivienda social.
Disponer de un parque de vivienda social del 15%
sobre todas las casas principales en 20 años.
Lucha contra la infravivienda, la sobreocupación
y la exclusión social.

Desarrollo de su suelo reservado a vivienda social o
cesión de éste a otros promotores.
Volumen que negociar de vivienda social.
Colaboración en la gestión de las viviendas sociales
en alquiler.

Volumen que negociar de vivienda pública.
Financiación preferente a compradores de pisos
sociales en venta.
Incrementar los préstamos a tipo fijo para familias
con ingresos bajos.
Hipotecas inversas.

Revisión de 20.000 edificios en 10 años.
Control de las cédulas de habitabilidad.

Control de la compraventa y alquiler de infraviviendas.

Redes de alquiler social en toda la comunidad.
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